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que el sujeto agente podría haber evitado poniendo la suficiente
diligencia, e invencible en caso contrario. Pues bien, el error
esencial pero vencible, excluye siempre el dolo pero no la
culpa, pues en tal caso faltaría la debida diligencia.

Así, el error podrá ser considerado vencible “atendidas
las circunstancias personales del autor”, tal y como establece
el vigente Código Penal, siendo un supuesto especial de con-
sideración de las circunstancias personales del autor el de
los profesionales en relación con los deberes propios de su
oficio o profesión. La postura del Tribunal Constitucional acerca
de la posible eficacia exoneradora del error cometido por un
profesional es clara: no es causa de exoneración cuando versa
sobre el conjunto de deberes que son inherentes a la profesión,
se presume iuris et de iure que los conoce (SSTC 219/1989
y 93/1992).

En el presente supuesto nos encontramos ante un error
esencial y vencible.

La culpabilidad como elemento constitutivo de la infrac-
ción administrativa forma parte de la línea jurisprudencial man-
tenida por el Tribunal Supremo y avalada por el Tribunal Cons-
titucional, STC 76/1990, de 26 de abril.

Como corolario de lo expuesto supra, lo argüido por el
recurrente en ningún caso desvirtúa los hechos sancionados
en el expediente de referencia: tener instalada y en funcio-
namiento una maquina tipo B sin ninguna de las preceptivas
autorizaciones, sino que al contrario los confirman, ya que
el día en que fue levantada el Acta/Denuncia, 13 de enero
de 2003, la máquina referida carecía de Autorización de
Explotación.

Las circunstancias concretas del caso pueden servir, como
ha ocurrido en el presente supuesto, Fundamento de Derecho V
de la Propuesta de Resolución impugnada, para realizar una
valoración ponderada de la sanción a imponer, graduando
la debida adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo
de la infracción y la sanción aplicada, como así se requiere
en el art. 131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
y en el artículo 55.2 del Reglamento de máquinas recreativas y
de azar, aprobado por Decreto 491/96, de 19 de noviembre;
a ello hay que añadir lo dispuesto en el Anexo II de la Ins-
trucción núm. 1/01-MR, sobre el régimen sancionador en
materia de máquinas recreativas y de azar, en el cual se fijan
los criterios de dosimetría punitiva a utilizar para graduar la
sanción, recogiéndose para el supuesto general de máquina
no autorizada, la sanción de 4.508 euros; teniéndose en cuen-
ta a efectos de graduación de la sanción, tal y como explicita
el informe del Organo a quo, “... no sólo el hecho de dedicarse
profesionalmente a ello, sino que además ha sido sancionado
anteriormente por infracciones similares”.

Por lo tanto, en la Resolución recurrida se ha graduado
la sanción de forma correcta, observando escrupulosamente
el Principio de Proporcionalidad, debiendo resaltar la situación
ilegal en la que se encontraban las máquinas, ya que la Auto-
rización de explotación (Matrícula) consiste en la habilitación
administrativa para explotar la misma, y sólo cuando haya
sido diligenciada y entregada podrá explotarse validamente,
impidiendo su carencia dicha explotación e incurriéndose en
la correspondiente infracción administrativa que subsume
todas las posibles infracciones que deriven de la carencia de
otra documentación, como el Boletín de Instalación o el docu-
mento justificativo del pago de la tasa fiscal, pues la tenencia
de aquélla es presupuesto necesario para éstas.

Vistos la Ley 2/86, de 19 de abril, del Juego y Apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el Reglamento de
máquinas recreativas y de azar, aprobado por Decreto 491/96,
de 19 de noviembre, y demás normas de general y especial
aplicación, resuelvo desestimar el recurso de alzada interpues-
to, confirmando la Resolución recurrida.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.01). Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 13 de julio de 2004.- El Jefe del Servicio, Manuel
Núñez Gómez.

ANUNCIO de la Secretaría General Técnica, Servicio
de Legislación, por el que se notifica la resolución adop-
tada por el Secretario General Técnico al recurso de
alzada interpuesto por doña María Luisa Pérez Centeno
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno en
Jaén, recaída en el expediente J-200/02-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
a la recurrente doña María Luisa Pérez Centeno de la resolución
adoptada por el Secretario General Técnico, al recurso admi-
nistrativo interpuesto, contra la dictada por el Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a diez de noviembre de dos
mil tres.

Visto el recurso de alzada interpuesto y con base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. A la vista del contenido de la denuncia de fecha
7 de febrero de 2002, formulada por miembros de la Guardia
Civil del Puesto de Baños de la Encina (Jaén), se acordó con
fecha 23 de diciembre de 2002 la iniciación de expediente
sancionador, contra doña M.ª Luisa Pérez Centeno, con domi-
cilio en la C/ Ramón y Cajal, 4, de la localidad de Bailén
(Jaén), por supuesta infracción a la normativa vigente en mate-
ria de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas, sobre
la base de los siguientes hechos:

El día 6 de febrero de 2002, a las 10,45 horas, por
miembros de la Guardia Civil de Puesto de Baños de la Encina
(Jaén), se pudo comprobar como el establecimiento deno-
minado “Bar El Billar”, sito en la C/ Alcubilla, 2, de la localidad
Baños de la Encina (Jaén), y cuya titularidad corresponde
a doña M.ª Luisa Pérez Centeno, se encontraba abierto al
público con cinco personas efectuando consumiciones. Reque-
rida la persona que se encontraba a cargo para que mostrase
la Licencia Municipal de Apertura, Licencia Fiscal, Aforo, Hojas
de Reclamaciones y Lista de Precios, no los mostró, alegando
no ser la propietaria del local.

El hecho de encontrarse el establecimiento abierto al públi-
co careciendo de la licencia municipal de apertura se encuentra
tipificado como infracción grave en el artículo 20.1, en relación
con el artículo 19.1 de la Ley 13/99, de 15 de diciembre,
de Espectáculos Públicos y Actividades, que determina como
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tal la apertura o funcionamiento de establecimientos públicos,
fijos o no permanentes, destinados a la celebración de espec-
táculos públicos o actividades recreativas, careciendo de las
correspondientes licencias o autorizaciones al no apreciarse
en el presente caso situación de riesgo para personas o bienes,
y ello en relación con el art. 40.1 del R.D. 2816/82, de 27
de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General de
Policía de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente,
con fecha 9 de mayo de 2003, el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén dictó resolución
por la que se imponía una multa de 1.500 E por unos hechos
que suponen una infracción muy grave a la Ley 13/99, de
15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y Actividades, que
determina como tal en su artículo 20.1, en relación con el
artículo 19.1 del cuerpo normativo citado.

Tercero. Notificada oportunamente la resolución sancio-
nadora, con fecha 9 de junio de 2003, doña María Luisa
Pérez Centeno presenta escrito sin calificar, con fecha 3 de
octubre de 2003. A pesar de la falta de calificación del escrito
presentado, en virtud de los principios de buena fe y error
scusabilis que han de regir toda relación jurídica entre la Admi-
nistración y administrado, cuya ratio iuris consiste en que no
se niegue justicia a quien sinceramente la ha solicitado, el
presente escrito se subsume, por este órgano administrativo,
en un recurso de alzada, a tenor de los artículos 110 y 114
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

Esta Secretaría General Técnica es competente, por dele-
gación del Excmo. Sr. Consejero de Gobernación realizada
por Orden de 18 de junio de 2001 (BOJA núm. 79, de
12.7.2001), para conocer y resolver el presente recurso, a
tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (en adelante LRJAP-PAC),
y 39.8 de la Ley del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad de Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto
del Presidente 6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración
de Consejerías, el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por
el que se aprueba la Estructura Orgánica de la Consejería
de Gobernación, modificado por Decreto 373/2000, de 16
de mayo.

I I

El artículo 115.1 de la Ley 30/1992 establece:

“El plazo para la interposición del recurso de alzada será
de un mes, si el acto fuera expreso”, dicho cómputo de acuerdo
con el artículo 48, apartado 2, se realizará a partir del día
siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación o publi-
cación del acto de que se trate, y de fecha a fecha de con-
formidad con el artículo 5 del Código Civil.

Del examen del expediente administrativo resulta que la
recurrente recibió la notificación personal, de la resolución
que ahora se recurre, el día 9 de junio de 2003, y presentó,
en el Registro General de la Delegación del Gobierno de Jaén
(Reg. 210382), el recurso de alzada el día 3 de octubre de
2003, cuando ya había transcurrido el plazo legalmente esta-
blecido de un mes, con lo que la resolución sancionadora
ha adquirido firmeza.

Vista la legislación citada y demás normas de especial
y general aplicación,

R E S U E L V O

No admitir el recurso interpuesto extemporáneamente por
doña María Luisa Pérez Centeno.

Notifíquese al interesado, con indicación expresa de los
recursos que procedan. El Secretario General Técnico, P.D.
(Orden de 18.6.2001). Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa.

Sevilla, 13 de septiembre de 2004.- El Jefe del Servicio,
Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO de la Dirección General de Espectáculos
Públicos y Juego, por el que se notifican trámites de
audiencia a determinadas empresas titulares de Salones.

De conformidad con el artículo 59.4 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, habida cuenta que no ha sido posible
la notificación en el domicilio de los interesados, se publica
por anuncio el texto común de los trámites de audiencia a
los interesados en los procedimientos de Extinción de Permisos
de Funcionamiento de Salones Recreativos y de Juego a las
Empresas Titulares de Salones que se relacionan en el Anexo:

Instruidos procedimientos de extinciones de los permisos
de funcionamiento al haberse comprobado que se encuentran
cerrados, sin que por los titulares se haya comunicado el cierre
temporal o cambio de actividad, los Salones Recreativos que
en el Anexo se relacionan y en cumplimiento de lo establecido
en el art. 84 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, se ha acordado poner de
manifiesto los citados expedientes por el plazo de quince días
en el Servicio de Autorizaciones de la Dirección General de
Espectáculos Públicos y Juego, en los que podrán examinarlos
y, en el plazo señalado, formular las alegaciones y presentar
los documentos que a su derecho convengan.

A N E X O

Salón: Salón Recreativo. C/ Río, 6, de Algeciras (Cádiz).
Empresa: Juan Moreno Montoya.
Expte.: 103/93.

Salón: Salón Recreativo. C/ Porvera, 55, de Jerez de la Frontera
(Cádiz).
Empresa: Jepu, S.L.
Expte.: 94/89.

Salón: Salón Recreativo. C/ Pintor González, 1, de Jerez de
la Frontera (Cádiz).
Empresa: Francisco José Alvarez Sánchez.
Expte.: 195/91.


